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LA CUANTÍA EN EL DELITO DE HURTO. 

-Un propuesta diferente- 

 

IVÁN GÓMEZ TORRES1 (*) 

 

I. Introducción. II. El problema. a. Delimitación del problema. b. Propuestas 
de la doctrina peruana: interpretaciones del principio de legalidad en relación al 
delito de hurto simple y agravado. 1. El principio de legalidad y la no aplicación 
de la cuantía en el delito de hurto agravado. 2. La cuantía como elemento del 
delito de hurto agravado, por respeto del principio de legalidad. III. Reflexiones 
dogmáticas. a. Principio de legalidad. b. Normas incompletas. c. Tipo base y tipo 
calificado. d. Balance. IV Conclusión. 
 

 

I. INTRODUCCIÓN. 

 

Las noticias del día a día, siempre tienen presente al cogotero del día que cometió un 

ilícito penal en la esquina de un pueblo joven, siendo así la prensa al ejercer presión 

sobre el Congreso y éste -cumpliendo su función de aplicación del Derecho Penal 

simbólico- con su acostumbrada criminal política, reorganizando de forma 

desproporcionada la penas, de manera especial en los delitos tradicionales, dejan la 

tarea a nuestros jueces y doctrinarios interpretar las leyes penales dadas. 

 

En esta ocasión muestro mi preocupación, que al tener leyes perfectamente 

desproporcionadas en los delitos de hurto agravado, no se interpreta de forma 

sistemática la doctrina en Derecho Penal - Parte General y Especial y nuestras leyes. 

 
1 Asistente de la cátedra de Derecho Penal en la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, en el curso 
de Derecho Penal. Parte general. 
* Asimismo, permítaseme agradecer en este espacio, la inagotable comprensión de mis padres Fausto y 
Delia. 
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Proponiendo por ello la necesidad de interpretar conforme a las normas 

incompletas, la relación del tipo básico y agravado, y el principio de legalidad2. 

 

II. EL PROBLEMA. 

 

a. Delimitación del problema. 

Es de mi interés señalar que en el Perú la práctica judicial, así como nuestra 

doctrina, tiene una dirección contraria de lo que se enseña en las aulas universitarias 

-sobre todo en la cátedra de Derecho Penal. Parte General-, e incluso me atrevo a 

afirmar que no mantienen una posición coherente al tomar en cuenta la cuantía, ello 

se corrobora al encontrar en los libros de parte especial nacionales, así como en las 

resoluciones en la Corte Superior de Lima, considero que esto se debe a que sólo 

realizan interpretaciones literales para afirmar que la cuantía debe ser tomada en 

cuenta como elemento del delito de hurto simple -y así distinguirla de la falta-, pero 

no para el análisis en su forma agravada. 

 

La respuesta a esta práctica se da quizás porque “…Uno de los mitos más 

acendrados en la Policía Nacional, en el periodismo y en la ciudadanía en general es 

que el problema para enfrentar la delincuencia se da porque las leyes son muy 

blandas y no permiten detener y sancionar severamente a los infractores...”3 

 

Es por ello que intentaré plasmar una interpretación diferente -pero no alejada de la 

doctrina nacional e internacional relacionada con la parte general y especial de 

nuestro CP-, que puede darse para analizar los artículos 185°, 186° y 444° del CP, 

acorde con la doctrina de parte general. 

 
 

2 Desde ya ofrezco las disculpas del caso por la ignorancia mostrada, de no haber interpretado 
correctamente las propuestas de los autores que tomo en cuenta 
 
3 BASOMBRÍO IGLESIAS, en: ”El mito de la ley banda” 
http://www.idl.org.pe/idlrev/revistas/154/154%20SEGCIUDADANA.pdf 
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b. Propuestas de la doctrina peruana: interpretaciones del 

principio de legalidad en relación al delito de hurto simple y 

agravado. 

En la actualidad en el Perú estamos asistiendo a una interpretación contradictoria 

del principio de legalidad, respecto de la aplicación de los artículos 444°, 185° y 186° 

del CP, para interpretar la relevancia de la cuantía como elemento del delito de hurto 

agravado. 

1. El principio de legalidad y la no aplicación de la cuantía en 

el delito de hurto agravado. 

Se aprecia en nuestra doctrina “la existencia de una voz mayoritaria” que 

afirma que en los delitos de hurto simple y agravado no existe una total 

dependencia, sino que por el contrario se aprecia un margen de autonomía 

operativa, pudiéndose incluso exceptuar así en el delito de hurto agravado el 

referente pecuniario que otorga sentido jurídico al hurto básico4. 

 

Esto porque, según esta propuesta doctrinal5, es por el principio de legalidad, 

la razón por la que la cuantía no debe ser tomada en cuenta en el delito de hurto 

agravado, ya que, el artículo 444° del Código Penal, -en donde se hace referencia a la 

cuantía- sólo hace mención al artículo 185° del Código Penal -hurto básico- y no a 

su forma agravada -artículo 186° del Código Penal-.  

 

 
4 En ese sentido, ROJAS VARGAS, 2000, p 170, afirma que “…los hurtos agravados son así 
modalidades específicas de hurto cuya estructura típica depende de la del hurto básico pero que conservan 
en relación a éste un específico margen de autonomía operativa…”; SALINAS SICCHA, 2006, p 41: se 
adhiere a esta propuesta, afirmando que sólo de esta forma “…resulta más coherente para interpretar los 
delitos contra el patrimonio tal y conforme aparecen redactados en nuestro texto punitivo…”. 
 

No se encuentra un fundamento para tal afirmación, pareciendo más, una justificación a una 
supuesta prevención general que realizan nuestros operadores jurisdiccionales, para “frenar” los casi 
incontenibles delitos tradicionales cometidos por un sector marcado por la sociedad, pero no por ello 
menos famosos en nuestros noticieros cotidianos. 

 
5 SALINAS SICCHA, 2006, p 68; SALINAS SICCHA, 2005, p 683; SALINAS SICCHA, 2002, p 73. 
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El principal argumento para admitir esta interpretación es dado por ROJAS 

VARGAS6 señalando que: “…el argumento que explica esta exclusión del referente 

pecuniario racionalizador, hállase en una diversidad de factores: pluriofensividad de 

la acción típica circunstanciada, notable disminución de las defensas de la víctima, 

criterios de peligrosidad y valoraciones normativas. La resultante ofrece la siguiente 

lectura: más que el valor referencial del bien, lo que interesa en el hurto agravado es 

el modo como se realiza la sustracción – apoderamiento…”. 

 

2. La cuantía como elemento del delito de hurto agravado, por 

respeto del principio de legalidad. 

Otro sector de nuestra doctrina7 afirma que en irrestricta aplicación del principio de 

legalidad, antes de calificar la agravante en el delito de hurto, resulta necesario 

establecer si en el hecho concreto concurren todos los elementos objetivos y 

subjetivos del hurto previsto en el artículo 185° del Código Penal, en ese sentido, 

primero debe establecerse si el valor económico de lo hurtado supera el monto que 

exige el artículo 444° del Código Penal. 

 

Respecto a esta propuesta, SALINAS SICCHA8 señala que esta posición “…se 

fundamenta en el mayor disvalor del resultado, dejando de lado el mayor disvalor de 

la acción que debe tomarse en cuenta para hacer hermenéutica jurídica de los delitos 

patrimoniales. Caso contrario, también tendremos que exigir cuantía significativa 

para el delito de robo...”. 

 

 

 
6 ROJAS VARGAS, 2000, p 173 ; adhiriéndose a esta propuesta: SALINAS SICCHA, 2006, p 69; 
SALINAS SICCHA, 2005, p 683; SALINAS SICCHA, 2002, p 73. 
 
7 CASTILLO ALVA citado por SALINAS SICCHA, 2006, p 40; con otros argumentos, ORTIZ 
ZEVALLOS, http://www.derechopenalonline.com/derecho.php?id=41,406,0,0,1,0; considera que la 
cuantía es un elemento de punibilidad a ser tomado en cuenta en los delitos de hurto agravado. 
 
8 SALINAS SICCHA, 2006, p 40. 
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III. REFLEXIONES DOGMÁTICAS. 

 

Ante tal panorama, considero que hay respuesta ante afirmaciones dadas -sobre 

todo por la “doctrina mayoritaria”- en nuestra doctrina y asumidas ciegamente, ante 

una interpretación cuasi literal de las normas, obviando, otras opciones acorde con 

una hermenéutica relacionada con la doctrina y la ley. 

 

Es así que, se deja de lado criterios que se enseñan en Derecho penal. Parte general, 

tales como, la importancia de reconocer una norma incompleta -más aún en el 

ámbito de ilícitos penales-, así como la relación existente entre tipos básicos y 

calificados, para con ello, interpretar el principio de legalidad, respecto de los delitos 

de hurto agravado. 

 

Antes de dar mi propuesta, intentaré describir los conceptos ya mencionados, pero 

sin ánimo de exhaustividad -porque no es el lugar apropiado-, sino sólo para tener 

mínimamente una idea clara de porqué me valgo de estos elementos para proponer 

que la cuantía no sólo debe ser utilizado como elemento diferenciador entre el delito 

de hurto simple y la falta contra el patrimonio, sino que además ésta -la cuantía- 

debe ser tomada en cuenta como elemento del delito de hurto agravado. 

 

a. Principio de legalidad. 

Es de recordar sobre todo, que el principio de legalidad, al representar la 

garantía penal más importante en el desarrollo del Derecho Penal contemporáneo, 

permite que todo ciudadano conozca con la debida anticipación y precisión qué 

conductas están prohibidas y se encuentran amenazadas con la imposición de una 

sanción y cuáles son comportamientos lícitos9.  

 

 
9 Con mayor referencia en nuestra doctrina; CASTILLO ALVA, 2002, p 21; URQUIZO OLAECHEA, 
2000, p 17 y ss. 
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Está por demás decir, que se encuentra regulado por nuestra Carta Magna en su 

artículo 2°, inciso 24, literal “d”, y por nuestro Código Penal en su artículo II, Título 

Preliminar del Código Penal, en donde se da real importancia a que la sociedad deba 

conocer el supuesto de hecho -teniendo como contenido el delito cuando se trata de 

normas penales- y las consecuencia jurídicas de las normas -de manera especial las 

penales- previa a su aplicación. 

 

Al respecto, nuestro Tribunal Constitucional considera que el principio de legalidad 

exige que por ley se establezcan los delitos y que las conductas prohibidas estén 

claramente delimitadas previamente por la ley10., y como tal, garantiza la prohibición 

de la aplicación retroactiva de la ley penal (lex praevia11), la prohibición de la 

aplicación de otro derecho que no sea el escrito (lex scripta), la prohibición de la 

analogía (lex stricta12) y de cláusulas legales indeterminadas (lex certa13). 

 

b. Normas incompletas. 

No menos importante, es el reconocimiento de la existencia de normas 

incompletas en nuestra legislación; no obstante, es necesario afirmar que las normas 

jurídicas completas enlazan, una cosa con otra, ella asocia al hecho circunscrito de 

modo general -el supuesto de hecho- a una consecuencia jurídica, circunscrita 

asimismo de modo general14, siendo que en el caso de las normas jurídico penales, 

tienen como característica especial -y es por ésta que puede diferenciarse de las 

 
10 En reiteradas sentencias nuestro Tribunal Constitucional reconoce la importancia de la lex stricta, 
scripta y certa como derivaciones del principio de legalidad; STC 2050-2002-AA, fundamento jurídico 
N° 8, STC 2289-2005-HC, fundamento jurídico N° 2, STC 8377-2005-HC, fundamento jurídico N° 2, 
STC 5262-2006-AA, fundamento jurídico N° 3, STC 8886-2006-HC, fundamento jurídico N° 3, STC 
8957-2006-AA, fundamento jurídico N° 14. 
 
11 STC 442-2007-HC, fundamento jurídico N° 6. 
 
12 STC 10-2002-AI, fundamento jurídico N° 72 y ss. 
 
13 Desarrollando su análisis en: STC 10-2002-AI, fundamento jurídico N° 45 y ss., STC 2468-2004-HC, 
fundamento jurídico N° 8. 
 
14 Tal como lo define LARENZ, 1980, p 243; HERNÁNDEZ MARÍN, 1998, p 220.  
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demás normas jurídicas- que en su supuesto de hecho podemos encontrar al delito y 

en la consecuencia jurídica una pena o medida de seguridad15. 

 

Sin embargo, el jurista español MIR PUIG16, advierte que la expresión completa del 

contenido de esta estructura no se corresponde con los concretos artículos de las 

leyes penales, ni con las proposiciones contenidas en la Parte Especial o Parte 

General, porque éstas por sí solas no encierran normas completas en cuanto a su 

contenido. 

 

Por otro lado, a pesar del reconocimiento de las normas jurídicas completas, algunas 

normas jurídicas “sirven sólo para determinar más concretamente el supuesto de 

hecho, un elemento del supuesto de hecho o la consecuencia jurídica de una norma 

jurídica completa; otras restringen una norma jurídica ampliamente concebida al 

exceptuar de su aplicación un determinado grupo de casos; otras, en fin, remiten en 

relación con un elemento del supuesto de hecho o en relación con la consecuencia 

jurídica, a otra norma jurídica. Todas las normas de esta clase son oraciones 

gramaticalmente completas, pero son incompletas como normas jurídicas, el que 

aunque incompletas, sean normas jurídicas significa: que participan del sentido de 

validez de la ley, que no son proposiciones enunciativas, sino partes de órdenes de 

validez.17” 

 

 
15 MUÑOZ CONDE, 1975, p 14; GIMBERNAT ORDEIG, 1999, p 18; GARCÍA - PABLOS DE 
MOLINA, 2000, p 241; VILLA STEIN, 2008, p 113; GARCÍA CAVERO, 2008, p 35; acota, que en 
las normas jurídicas completas existe un mensaje prescriptivo al ciudadano -normas de conducta- y al 
juez -normas de sanción-, siendo que éstas normas son analizadas desde las posturas imperativas, 
valorativas y de competencia. 
 

Respecto de la consecuencia jurídica de la norma penal, se encuentra en debate por lo menos en 
doctrina extranjera la posibilidad de asumir como tercera vía a la reparación civil, teniendo como 
principal propulsor al germano Claus Roxin en su obra de 1999, p 5 y ss.; para un mayor comprensión en 
este debate, véase: POLAINO NAVARRETE, 2004, p 198 y ss.; GRACIA MARTIN, 2005, p 35 y ss. 

 
16 MIR PUIG, 2003, p 29. 
 
17 LARENZ, 1980, p 249. 
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Pero, para considerarlas normas incompletas penales, debemos acotar, que estos 

fragmentos de normas deben ubicarse dentro del mismo cuerpo normativo, 

asimismo, consideramos que su legitimidad se da por razones de técnica y economía 

legislativa18. 

 

Siendo que por ejemplo, para afirmar que en el delito de parricidio -artículo 107° del 

Código Penal- no se admite la conducta imprudente, es necesario incorporar en la 

interpretación del supuesto de hecho del delito de parricidio la existencia del artículo 

11° del Código Penal, la cual señala que los delitos son acciones u omisiones dolosas 

y culposas; por otro lado, respecto de la consecuencia jurídica del mencionado ilícito 

penal, debe tenerse en cuenta al artículo 12° del Código Penal, donde se prescribe 

que las penas establecidas por la ley se aplican siempre al agente de infracción 

dolosa, precisando que en el caso de infracción imprudente será punible en los casos 

expresamente establecidos por la ley. 

 

Cabe acotar, que KARL LARENZ19, clasifica a las normas incompletas en 

aclaratorias, limitativas y de remisión, siendo que, las normas penales incompletas de 

remisión, remiten a otra norma en relación con un elemento de un supuesto de 

hecho o consecuencia jurídica de una norma20. 

 

c. Tipo base y tipo calificado. 

Nuestra doctrina señala que las disposiciones penales de la parte especial del Código 

Penal no son independientes unas de otras, sino que, por el contrario, tienen entre sí 

determinadas relaciones internas, distinguiéndose así, tipos básicos, calificados y 
 

18 En este sentido MUÑOZ CONDE, 1975, p 15 y ss. ; GARCÍA – PABLOS DE MOLINA, 2000, p 
249; “…procede distinguir entre estructura lógica y estructura legal de la norma. La estructura lógica de 
la norma… suele respetarse, generalmente, por el legislador, aunque no siempre suceda así debido a 
razones prácticas, de economía y técnica legislativa…”; VILLA STEIN, 2008, p 113. 
 
19 LARENZ, 1980, p 250 y ss ; en la doctrina penal nacional esta clasificación también a sido recogida, 
por nuestros doctrinarios: BRAMONT ARIAS, 2004, p 62 y s.; VILLA STEIN, 2008, p 113. 
 
20 LARENZ, 1980, p 250. 
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privilegiados21. Los primeros contienen la descripción que sirve de base a otros 

tipos derivados, como sucede con el hurto simple por ejemplo. Los tipos 

calificados agregan al tipo básico otros elementos que fundan la agravación de la 

pena, por ejemplo, el hurto realizado por dos o más personas, artículo 186° CP, 

inciso 6, y los tipos privilegiados añaden al tipo básico otros elementos que 

determinan la atenuación de la pena, por ejemplo el hurto de uso, artículo 187° CP. 

                                                

 

Este planteamiento también es reconocido por la doctrina extranjera22, es así que el 

jurista germano ROXIN precisa que: “…la pertenencia al mismo grupo del tipo  

básico y las derivaciones típicas se manifiesta en el hecho de que los elementos del 

tipo básico vuelven a entrar sin modificaciones y con la misma interpretación en las 

cualificaciones y en los tipos privilegiados…”23 

 

Pareciera que en nuestra doctrina, no asumen esta propuesta -esperando haberlo 

interpretado correctamente-, por ejemplo en este sentido ROJAS VARGAS señala 

que existe hurto agravado cuando la comisión del hurto básico se realiza 

acompañado de alguna o varias de las circunstancias que se han estipulado en forma 

descriptiva en párrafos subsiguientes al mismo tipo básico o en tipos penales 

complementarios que las enumeran. Siendo que para este autor el código penal 

 
21 HURTADO POZO, 2005, p 419, margen 1 100; nuestra doctrina precisa que el tipo calificado 
integrará todo el tipo básico; PEÑA CABRERA, 1995, p 279; “…además de tener el tipo base, contienen 
otras descripciones que van a modificar el tipo fundamental…”; reafirmando nuevamente su 
interpretación en:  PEÑA CABRERA, 1997, p 286; PEÑA CABRERA FREYRE, 2007, p 226; 
asimismo, se señala que a los tipos calificados y privilegiados les son aplicables las reglas del tipo básico, 
tal como señala VILLAVICENCIO TERREROS, 2006, 314, margen 679; GARCÍA CAVERO, 2008, 
p 311. 
 
22 ZAFFARONI, 1998, p 480; MAURACH / ZIPF, 1994, p 362, margen 43; JAKOBS, 1997, p 216, 
margen 97; MUÑOZ CONDE, 2001, p 46; aclara que “…los tipos calificados o privilegiados añaden 
circunstancias agravantes o atenuantes, pero no modifican los elementos fundamentales del tipo 
básico…”; BACIGALUPO, 2004, p 231, COBO DEL ROSAL / VIVES ANTÓN, 1999, p 437 y s. 
 
23 ROXIN, 1997, p 339, margen 132; en el mismo sentido, PEÑA CABRERA, 1995, p 279; “…además 
de tener el tipo base, contienen otras descripciones que van a modificar el tipo fundamental…”; 
reafirmando nuevamente su interpretación en:  PEÑA CABRERA, 1997, p 286. 
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peruano sigue esta segunda técnica de redacción legislativa24, sin argumentar los 

fundamentos de su propuesta. 

 

d. Balance. 

Hemos observado que existen normas incompletas, que ayudarán a esclarecer el 

supuesto de hecho o la consecuencia jurídica en un delito, ello ha sido reconocido 

tácitamente por nuestra doctrina al tomar en cuenta la cuantía como elemento del 

delito de hurto simple25 para diferenciarlo de una falta contra el patrimonio.  

 

Pero la doctrina y nuestros jueces se resisten a tomar en cuenta la cuantía para 

efectos del análisis del delito de hurto agravado, cometiendo así un craso error al 

dejar de lado no sólo el reconocimiento de normas incompletas, sino también la 

relación que existe entre los tipos básicos y agravados, siendo que la doctrina es 

unánime al afirmar que en los tipos agravados, primero se debe analizar el tipo 

básico y luego su agravante. 

 

Es así que luego de determinar -en nuestro caso- el supuesto de hecho del delito de 

hurto simple y agravado, debe tenerse en cuenta la cuantía, sobre todo porque por el 

principio de legalidad se vincula al Juez, a que determine e identifique la conducta 

prohibida que constituirá delito y a su vez el contenido del supuesto de hecho de las 

normas penales. 

 

Por otro lado, nuestra doctrina se afirma que el elemento pecuniario no debe tenerse 

en cuenta en el delito de hurto agravado, porque al cometerse estos delitos pueden 

 
24 ROJAS VARGAS, 2000, p 110. 
 
25 En este sentido; BRAMONT – ARIAS TORRES / GARCÍA CANTIZANO, señala que, para 
analizar la tipicidad objetiva del delito de hurto simple, es necesaria la presencia de la cuantía, para 
distinguirla de la falta, esto es afirmado en sus obras de fecha 1996, p 267, como en 1998, p 294. 
PAREDES INFANZÓN, 1999, p 49. considera que debe ser tomado en cuenta la cuantía para imponer 
una pena. 
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lesionarse otros diversos bienes jurídicos.26 Ante tal objeción, admito que la 

pluriofensividad de la acción típica circunstanciada, la notable disminución de las 

defensas de la víctima, y los criterios de peligrosidad y valoraciones normativas, son 

fundamentos de la razón de ser del delito de hurto agravado, pero no para excluir la 

cuantía, más aún cuando en doctrina se reconocen necesidad de aplicar las normas 

incompletas y la relación de los tipos básicos y agravados; en ese sentido, no debe 

dejarse de lado que mediante la sanción por cometer delitos hurto agravado se 

pretende prevenir que se ponga en peligro o lesione el patrimonio, pero de suceder 

ello junto con otros bienes jurídicos debe tenerse en cuenta que puede presentarse la 

presencia de concurso real o ideal de delitos dependiendo del caso concreto. 

 

IV. CONCLUSIÓN. 

 

No debe dejarse de aplicar coherentemente, la existencia de normas penales 

incompletas, así como, la relación existente entre tipos básicos y agravados, porque 

estas instituciones ayudan a determinar el supuesto de hechos que debe identificar 

nuestros jueces de forma precisa por el principio de legalidad. 

 

 

 
26 ROJAS VARGAS, 2000, p 173. 



 
 

 

12

BIBLIOGRAFÍA. 

 

BACIGALUPO, Enrique. 

2004 Derecho penal. Parte general. Presentación y anotaciones de Percy García 

Cavero. Perú – Lima: Ara Editores. 

 

BASOMBRÍO IGLESIAS, Carlos. 

El mito de la ley banda. En: 

http://www.idl.org.pe/idlrev/revistas/154/154%20SEGCIUDADANA.pdf

, de fecha 3 de julio del 2008. 

 

BRAMONT ARIAS, Luís Alberto. 

2004 Derecho penal peruano. (Visión Histórica). Parte general. Perú – Lima: 

Ediciones Jurídicas UNIFÉ. 

 

BRAMONT – ARIAS TORRES, Luís Alberto / GARCÍA CANTIZANO, Maria 

del Carmen. 

1998 Manual de Derecho penal. Parte especial. Perú – Lima: Editorial San Marcos. 

Cuarta Edición. 

1996 Manual de Derecho penal. Parte especial. Perú – Lima: Editorial San Marcos. 

Segunda Edición. 

 

CASTILLO ALVA, José Luís. 

2002 Principios de Derecho penal. Parte general. Perú – Lima: Gaceta Jurídica. 

 

COBO DEL ROSAL, Manuel / VIVES ANTÓN, Tomás. 

1999 Derecho penal. Parte general. España – Valencia: Tirant lo Blanch. 

 

 



 
 

 

13

GARCÍA CAVERO, Percy. 

2008 Lecciones de Derecho penal. Parte general. Perú – Lima: Editorial Jurídica 

Grijley. 

 

GARCÍA – PABLOS DE MOLINA, Antonio. 

2000 Derecho penal. Introducción. España – Madrid: Universidad Complutense 

de Madrid. 

 

GIMBERNAT ORDEIG, Enrique. 

1999 Concepto y método de la ciencia del Derecho penal. España – Madrid: 

Tecnos. 

 

GRACIA MARTÍN, Luís. 

2005 Fundamentos de dogmática penal. Una introducción a la concepción finalista 

de la responsabilidad penal. Perú – Lima: Idemsa. 

 

HERNÁNDEZ MARÍN, Rafael. 

1998 Introducción a la teoría de la norma jurídica. España – Madrid, Barcelona: 

Marcial Pons, Ediciones Jurídicas y Sociales S.A. 

 

HURTADO POZO, José. 

2005 Manual de derecho penal. Parte general I. Perú – Lima: Editora Jurídica 

Grijley. Tercera edición. 

 

JAKOBS, Günther. 

1997 Derecho penal. Parte general. Fundamentos y teoría de la imputación. 

Traducción de la segunda edición alemana por Joaquin Cuello Contreras y 

José Luis Serrano Gonzales de Murillo. España – Madrid: Marcial Pons, 

Ediciones Jurídicas S.A. 



 
 

 

14

LARENZ, Karl. 

1980 Metodología de la ciencia del Derecho. Traducción de la segunda edición por 

Marcelino Rodríguez Molinero. España – Barcelona: Editorial Ariel. 

 

MAURACH, Reinhart / ZIPF, Heinz. 

1994 Derecho penal. Parte general del Derecho penal y estructura del hecho 

punible. Traducción de la séptima edición alemana por Jorge Bofill Genzsch 

y Enrique Aimone Gibson. Argentina – Buenos Aires: Editorial Astrea de 

Alfredo y Ricardo Depalma. 

 

MIR PUIG, Santiago. 

2003 Introducción a las bases del Derecho penal. Concepto y método. Argentina, 

Uruguay: B de F Ltda, Euros Editores S.R.L. Segunda edición. 

 

MUÑOZ CONDE, Francisco. 

1975 Introducción al Derecho penal. España – Barcelona: Bosch, Casa Editorial 

S.A. 

2001 Teoría general del delito. Temis S.A. 

 

ORTIZ ZEVALLOS, José Francisco. 

Falta agravada o la necesidad de la autonomía del delito de hurto agravado en 

Perú. En: 

http://www.derechopenalonline.com/derecho.php?id=41,406,0,0,1,0 , de 

fecha 3 de julio del año 2008. 

 

PAREDES INFANZÓN, Jelio. 

1999 Delitos contra el patrimonio. Perú – Lima: Gaceta Jurídica. 

 

 



 
 

 

15

PEÑA CABRERA, Raúl. 

1997 Tratado de Derecho penal. Estudio programático de la parte general. Con la 

colaboración de Carlos Atocsa García, José Antonio Caro Jhon, Reiner 

Chocano Rodríguez y Sofía Laqui Pizarro. Perú – Lima: Editora Jurídica 

Grijley. Tercera edición. 

 

1995 Tratado de Derecho penal. Estudio programático de la parte general. Con la 

colaboración de José Antonio Caro Jhon, Reiner Chocano Rodríguez. Perú – 

Lima: Editora Jurídica Grijley. Segunda edición. 

 

PEÑA CABRERA FREYRE, Alonso Raúl. 

2007 Derecho penal. Parte general. Teoría del delito y de la pena y sus 

consecuencias jurídicas. Perú – Lima: Editorial Rodhas. S.A.C. 

 

POLAINO NAVARRETE, Miguel. 

2004 Derecho penal. Modernas bases dogmáticas (Con la colaboración de Miguel 

Polaino - Orts). Perú – Lima: Editora Jurídica Grijley. 

 

ROJAS VARGAS, Fidel. 

2000 Delitos contra el patrimonio. Volumen I. Hurto. Robo. Abigeato. Perú – 

Lima: Editora Jurídica Grijley S.A. 

 

ROXIN, Claus. 

1999 Pena y reparación. En ADPCP. VOL. LII, p 5 – p 15. 

1997 Derecho penal. Parte general. Tomo I. Fundamentos. La estructura de la 
teoría del delito. Traducción de la segunda edición alemana y notas por 
Diego – Manuel Luzón Peña, Miguel Díaz y García Conlledo y Javier de 
Vicente Remesal. España – Madrid: Editorial Civitas S.A. 

 

 



 
 

 

16

SALINAS SICCHA, Ramiro. 

2006 Delitos contra el patrimonio. Perú – Lima: Jurista Editores. Segunda edición. 

2005 Derecho Penal. Parte especial. Perú – Lima: IDEMSA. Primera edición. 

Primera reimpresión. 

2002 Curso de Derecho penal peruano. Parte especial III. Delitos contra el 

patrimonio. Perú – Lima: IDEMSA. 

 

URQUIZO OLAECHEA, José. 

2000 El principio de legalidad. Perú – Lima: Gráfica Horizonte S.A. 

 

VILLA STEIN, Javier. 

2008 Derecho penal. Parte general. Perú – Lima: Editora Jurídica Grijley. Tercera 

edición. 

 

VILLAVICENCIO TERREROS, Felipe. 

2006 Derecho penal. Parte general. Perú – Lima: Editora Jurídica Grijley. 

 

ZAFFARONI, Eugenio Raúl. 

1998 Manual de Derecho penal. Parte general. I. Perú – Lima: Ediciones

 Jurídicas. 


